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La problemática de las 
valoraciones tras su 
nueva regulación en 
la legislación urbanística 

e orno claramente señalaba en su 
Preámbulo, uno de los objetivos 
fundamentales de la Ley 8/90, de 

Reforma del Régimen Urbanístico y Va­
loraciones del Suelo, era el de «determi­
nar el contenido económico del derecho 
(de propiedad), valorando, a efectos ex­
propiatorios, las diferentes facultades 
que lo integran, según su grado de ad­
quisición». 

En este sentido, y desarrollando lo 
establecido al respecto en el Texto Re­
fundido de la Ley del suelo de 197 6 y de 
acuerdo con la práctica urbanística del 
período 1976-1990, la Ley regulaba los 
derechos y deberes de los propietarios 
del suelo afectado por el proceso de ur­
banización y edificación. Dichos dere­
chos y deberes esquemáticamente que­
daban estructurados de la siguiente for­
ma: 

Derecho a urbanizar: Se adquiere con 
la aprobación definitiva del planea­
miento más detallado. 

Derecho al aprovechamiento urbanísti­
co: Se adquiere con el cumplimiento de 
los deberes de cesión, equidistribución 
y urbanización. 

Derecho a edificar: Se adquiere con la 
obtención de la licencia para edificar 
ajustada al planeamiento. 

Derecho a la edificación: Se adquiere 
con la determinación de la obra ajusta-

da a la licencia y a los señalado por el 
planeamiento. 

Cada uno de estos derechos tenía su 
repercusión en la valoración urbanísti­
ca de la propiedad y en la definición del 
justiprecio expropiatorio, como se co­
menta en los próximos epígrafes. Dicha 
repercusión es la recogida en la LS 
aprobada el 26 de junio de 1992, en vi­
gor y a la que nos referimos en los si­
guientes epígrafes. 

La valoración del suelo 
no urbanizable 

La Constitución Española, en su ar­
tículo 4 7 .2, señala que «los poderes pú­
blicos regularán la utilización del suelo 
de acuerdo con el interés general con 
este fin (asegurar el derecho a una vi­
vienda digna) y para evitar la especula­
ción» (*). 

Puesto que igualmente la Constitu­
ción reconoce el derecho a la propiedad 
privada, es evidente que es necesario 
establecer una valoración de dicha pro­
piedad para cada situación, que, para el 
suelo no urbanizable y de acuerdo con 
la tradición existente sobre su valora-
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ción, debe reflejar el rendimiento real o 
potencial de la explotación rústica de 
esa propiedad. 

A este «valor de uso» es a lo que la 
Ley 8/90, y por extensión la LS, deno­
mina «valor inicial», señalando (an. 49) 
que «El valor inicial se determinará 
aplicando los crirerios contenidos en 
las disposiciones que regulan las valo­
raciones catastrales del suelo de natura­
leza rústica, sin consideración alguna a su 
posible utilización urbanística, salvo lo 
establecido en el número 2 del artículo 
anterior (referido al suelo urbanizable 
programado)»(*). 

La primera cuestión a aclarar es la de 
por qué se ha definido como «valor ini­
cial» el «valor de uso» y no el «valor de 
cambio» del suelo rústico, y las conse­
cuencias que presenta esta definición. 

La razón fu ndamental se encuentra en 
el propio mandato constitucional antes 
recogido que claramente señala la obli­
gación de la administración de evitar la 
especulación o, lo que es lo mismo en 
términos económicos, evitar la incorpo­
ración de sobrevalorar como consecuen­
cia de posibles expectativas urbanísticas. 

Es evidente para cualquier conocedor 
de la dinámica económica urbana que 
los precios (valores de cambio) del suelo 
rústico van siendo definidos en función 
de su proximidad a áreas urbanas y en 



función del valor urbanístico de éstas, 
trasladándose las esperadas futuras plus­
valías urbanísticas de forma especulativa 
a los precios de esos suelos rústicos. 

Llegados a este punto es evidente que 
tenemos que definir qué entendemos 
por especulación y, consecuentemente, 
concretar qué implica desde esta defini­
ción el mandato constitucional de evi­
tar la especulación. 

Específicamente entendemos por es­
peculación todo proceso de retención 
de bienes inmobiliarios a la espera de 
que se incrementen sus precios, o el in­
cremento de éstos, contra las previsio­
nes establecidas en el planeamiento y 
en la normativa urbanística vigente. Es 
decir, es especulativo, en base a lo esta­
blecido por la normativa urbanística, el 
no desarrollar los suelos urbanos o ur­
banizables en el plazo previsto por el 
planeamiento o la legislación urbanísti­
ca, o el incrementar los precios del sue­
lo no urbanizable por la incorporación 
de expectativas urbanísticas futuras. 

Adicionalmente, este segu ndo aspec­
to incorpora una nueva consecuencia 
negativa desde la perspectiva de Ja pro­
pia definición del suelo no urbanizable 
que, en función de esa incorporación 
de expectativas, puede dar lugar a que 
el suelo que le define alcance una diná­
mica no compatible con «la utilización 
racional de los recursos naturales», fi­
nalidad asignada por el artículo 15 de la 
1..5 al suelo no urbanizable. 

Como conclusión podemos señalar 
que la normativa vigente establece que 
el «valor inicial» se define como «valor 
de uso» del suelo rústico atendiendo a 
la capitalización d e los rendimientos 
actuales o potenciales del mismo, y no 
como «valor de cambio» que pueda in­
corporar expectativas urbanísticas. 

Este hecho nos lleva a que puedan 
producirse divergencias entre la valora­
ción catastral, si ésta tiende a recoger el 
valor de cambio y no el valor de uso de 
dicho suelo, y la valoración derivada de 
la legislació n urbanística. En todo caso, 
y como más adelante se señala, la única 
valoración aplicable a efectos de deter-

minar el justiprecio sería la establ ecida 
en la 1..5 que, específicamente, en su a r­
tículo 42, señala que: «El suelo no ur­
banizable y el urbanizable no progra­
mado que no cuente con PAU se tasarán 
con arreglo al valor inicial». lgualmente, 
para el suelo urbanizable programado 
todavía no urbanizado, se regula el jus­
tiprecio a partir del valor ini cial (véan­
se artículos 48.2 y 51.1). 

Desgraciadamente, salvo que la valo­
ración catastral establezca el «valor de 
uso» en los términos tradicionalmente 
definidos para el suelo rústico, en vez del 
«valor de cambio» derivado de las tran­
sacciones que se p roducen en el merca­
do, no será posible llegar a una deseable 
unificación de valo res en suelo rústico. 
Lo que a su vez podrá llegar a plantear 
problemas ante los tribunales para la de­
rmición del justiprecio expropiatono, en 
aquellos casos en que el «valor catastral» 
por el que tributen los propietarios sea 
superior al «valor inicial» obtenido se­
gún la normativa urbanística. 

El valor urbanístico del 
suelo 

El valor urbanístico del suelo, como 
hemos señalado, se ha de determinar en 
función del conjunto de derechos o fa­
cultades adquiridas y patrimonializadas 
por los propietarios (art. 50 de la 1..5). 

De esta manera, la 1..5 recoge a lo lar­
go de sus artículos 51 a 57 cómo incide 
la adquis ició n de los sucesivos dere­
chos (a urbanizar, al aprovechamiento 
urbanístico, a edificar y a la edificación) 
en los correspondientes valores (V) del 
terreno. Sintéticamente, el esquema es 
el siguiente: 

Derecho a urbanizar adquirido 
Suelo Urbanizable Programado : 
V = Valor inicial + 0,5 x coste urba­

nización estimado. 
Suelo Urbano: 
V = 0,5 x 0,85 x aprovechamiento ti­

po o 
V = 0,5 x aprovechamiento suscep­

tible apropiación. 

En todo caso se incorporan al valor 
los gastos efectuados para la ejecución 
del planeamiento, s i existen. 

Derecho al aprovechamiento urbanístico 
adquirido 

V = Aprovechamiento susceptible 
de apropiación por el valo r básico de 
repercusión para la parcela correspon­
diente, deducido de la ponencia de va­
lo res catastrales; o, en su defecto: 

V= Aprovechamiento susceptible de 
apropiación por el valor básico de re­
percusión para la parcela correspon­
diente, obtenido por el método resi­
dual. 

En los municipios con áreas de re­
parto y aprovechamiento tipo definido, 
e l aprovechamiento suscep tible de 
apropiación es el 85% del aprovecha­
miento tipo, y el valor básico de reper­
cus ión deberá referirse al uso y tipolo­
gía edificatoria característica. 

Derecho a edificar adquirido 
V = Valor urbanístico del aprove­

chamiento autorizado por la licencia, 
más el 25% del coste previsto de ejecu­
ción del proyecto, más los gastos efec­
tuados en su ejecución. 

Derecho a edificación 
V = Valor del aprovechamiento ur­

banístico que efectivamente se hubiera 
materializado sobre el terreno, sin adi­
ción ni deducción ninguna. 

Adicionalmente, hemos de señalar 
que si el propietario que adquiere un 
derecho no continúa en el proceso ur­
banís tico según lo establecido en el pla­
neamiento o en la normativa urbanísti­
ca, puede perder parte de esos dere­
chos y ver afectada la valoración de sus 
terrenos para su expropiación por in­
cumplimiento, o su inclusión en el Re­
gistro de Solares y Terrenos sin Urbani­
zar. Igualmente, existen determinacio­
nes específicas para valorar terrenos a 
obtener por expropiación para siste­
mas generales o dotaciones locales en 
suelo urbano, o para unidades de ejecu­
ción a desarrollar por este sistema. Su 
regulación especí fi ca se recoge en los 

51 





artículos 58 a 62 de la citada LS, cuyo 
detalle no presenta interés a los efectos 
de este artículo. En todo caso, hay que 
destacar que la fijació n de Jos justipre­
cios correspondientes siempre se refie­
ren a los co nceptos antes señalad os 
(aprovechamiento susceptible de apro­
piación y aprovechamiento tipo). 

La proble1nática de la 
valoración de las 
expropiaciones 

En la práctica, una de las problemá­
ticas más directamente ligadas al desa­
rrollo urbanístico de nuestras ciudades 
es la referida a los procedimientos de 
expropiación, tanto en cuanto sistema 
urbanístico como en cuanto a su util iza­
ción para la formación de patrimonios 
públicos de suelo; o en cuanto a su uti­
lización para la disposición del suelo 
necesario para los distintos sistemas ge­
nerales o locales del territorio (carrete­
ras, ferrocarriles, hospitales, etc.). 

En paralelo a la utilización de los me­
canismos de expropiación por parte de 
la actividad urbanística, estos mecanis­
mos son también aplicados por distin­
tos Departamentos y Consejerías de las 
distintas Administraciones, dando lu­
gar a la util ización de distintos criterios 
y procedimientos de actuación con re­
sultados no deseables desde la perspec­
tiva, sobre todo, de la valoración d el 
suelo. 

Atendi end o a este aspecto y a los 
problemas de interpretación y de apli­
cación de la normativa vigente por par­
te de los jurados de Expropiación, es 
importante destacar los siguientes as­
pectos : 

• Es necesario unificar los criterios 
de aplicación del procedimiento expro­
piatorio po r parte de los distintos Orga­
nismos que inciden en el mismo, sob re 
todo desde la perspectiva ele los proce­
dimientos de valoración para el estable­
cimiento del justiprecio. Esta necesidad 
es más perentoria en el caso de expro­
piaciones de suelo, cuyo valo r, como 

hemos apreciado en los epígrafes ante­
riores, está unívocamente determinado 
en la normativa vigente (LS). 

No parece admisible que dos órga­
nos administrativos distintos lleguen a 
justiprecios fuertemente diferentes so­
bre bienes de la misma naturaleza en un 
mismo municipio, ya que ello lleva con­
sigo el que los Tribunales establezcan el 
de mayor valor como verdadero justi­
precio, con los consiguientes perjuicios 
para el interés general. 

• El artículo 43 de la Ley ele Expro­
piación Forzosa, al igual que los artícu­
los 38 a 4 7 sobre criterios valorativos, 
se encuentran derogados para las valo­
raciones de suelo por la LS en vigor, 
siendo el sistema de valoraciones de és­
ta el que debe ser aplicado siempre a la 
valoración del suelo por parte de los ju­
rados Provinciales de Expropiaciones. 

Este aspecto, fundamental para mu­
chos procesos urbanísticos y territoria­
les, debe ser completamente asumido 
en los términos en los que la legislación 
lo recoge, teniendo en cuenta a este res­
pecto que en el artículo 46 de la LS se 
señala expresamente que los crite rios 
de valoración recogidos en esa Ley son 
de aplicación cualquiera que sea la fina­
lidad que motive la expropiación y la le­
gislación, urban!stica o de otro carácter, 
que Ja legitime. 

Desde esta perspectiva, es muy im­
portante tener en cuenta Jo que al res­
pecto se señalaba en el preámbulo de la 
Ley 8/90 de Reforma, que es la que in­
troducía la nueva regulación ele las va­
loraciones y procedía a derogar los cri­
terios de valoración de la Ley de Expro­
piación Forzosa para las valoraciones 
de suelo. Textualmente, se recogía: 

«Pa ra cerTar esta referencia al régimen de 
valoraciones, conviene destacar otra novedad 
de la Ley que puede reportar grandes ventajas 
prácticas. Se trata de la aplicación de estos cri­
terios de valoración a todas las expropiaciones 
que se lleven a cabo por los poderes públicos, 
tanto si se enmarcan en el ámbito de la ejecu­
ción del planeamiento urbanístico como si tie­
nen su amparo en cualquier otra normativa. 
Tratándose siempre de expropiación de suelo, 
cuya valoración fiscal debe estar determinada 

según lo señalado anteriormente, no parece ló­
gico ni justo aplicar criterios de valoración di­
ferentes, en función del carácter "urbanístico" 
o no de la expropiación. El dato meramente 
formal de la legislación que regule el supuesto 
expropia torio no debe tener consecuencias a la 
hora de fijar el equivalente económico del obje­
to expropiado, cuando éste es el mismo en to­
dos los casos.11 

Algunas conclusiones y 
observaciones finales 

Los aspectos fundamentales a consi­
derar tras la aprobación de la Ley de Re­
forma del Régimen Urbanístico y Valo­
raciones del Suelo (Ley 8/ 90) y su re­
fundición e n la LS, a tenor de lo 
señalado en los epígrafes anteriores, 
son los siguientes: 

• En primer lugar, el valor urbanís­
tico del terreno en un municipio va evo­
lucionando a lo largo del proceso de de­
sarrollo y ejecución del planeamiento 
urbanístico. En cada momento del 
tiempo un terreno tiene un valor que va 
cambiando según se adquieren los co­
rrespondientes derechos urbanísticos 
por su propietario. De esta fo rma, es di­
fícil que valor catastral y valor urbanís­
tico coincidan a lo largo del proceso, 
salvo que se realizara una valoración ca­
tastral continua del terreno. 

• Básicamente, en este proceso exis­
ten tres hitos fundamentales que debe­
rían ser comunes a ambas valoraciones 
(catastral y urbanística). 

- El valor inicial. 
- El valor básico de repercusión a 

aplicar al aprovechamiento susceptible 
de apropiación para determinar el valor 
del terreno antes de obtenida la licencia. 

- El mismo valor básico de reper­
cusión a aplicar al aprovechamiento au­
torizado po r la licencia y materializado 
en la edificación. 

• La filosofía contenida en la legisla­
ción urbanística establece que su fun­
ción es la de suministrar los aprovecha­
mientos susceptibles de apropiación, 
mientras que corresponde a la no rmati­
va fiscal la valo ración de dichos aprove­
chamientos. O, lo que es lo mismo, la 
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normativa fiscal debe aportar la defini­
ción de los correspondientes valores 
básicos de repercusión obtenidos de la 
Ponencia de valores y el correspondien­
te valor inicial obtenido como valor de 
uso del suelo no urbanizable. 

• En la práctica, sin embargo, los as­
pectos analizados en los dos primeros 
epígrafes de este artículo pueden llevar 
a una distinta filosofía en la regulación 
de valores por parte de la lS y por par­
te de las normas catastrales; lo que lleva 
inexorablemente a una separación del 
valor catastral y del valor urbanístico­
expropiación de un terreno. 

• En principio, parece necesario 
aceptar que a parti r de los valores co­
munes de la Ponencia (que responden a 
la realidad del mercado) se va a produ­
cir una separación práctica en la defini­
ción del valor catastral y del valor urba­
nístico-expropiació n, de acuerdo con la 
finalidad específica de cada uno. Esta 
divergencia no planteará esp eciales 
problemas desde la perspectiva de los 
objetivos de la Ley del Suelo y de su uti­
lización por parte de las tres Adminis­
traciones (Central, Autonómica y Lo­
cal), mientras el valor catastral final se 
sitúe por d ebajo del correspondiente 
valor urbanístico-expropiación. En 
otro caso, es indudable que sería el va­
lor catastral el que judicialmente predo­
minaría, dificultando la aplicación de 
las líneas de intervención pública reco­
gidas en la citada LS. 

• Este hecho, sin embargo, no es 
normal que se produzca en el caso del 
valor urbanístico de los solares, en los 
que la referencia obligada es el valor bá­
sico de repercusión, que, normalmente, 
llevará a una valoración del suelo supe­
rio r a la valoración final catastral. Si se­
rá frecuente este problema, sin embar­
go, como ya hemos señalado, en el caso 
de terrenos no urbanizables valorados 
en base al valor ini cial, si la valoración 
catastral cambia los criterios desde el 
tradicional «valor de uso» al de «valor 
de cambio». 

• En todo caso, es necesario remar­
car que las únicas valoraciones legal-

mente aplicables a la determinación de 
terrenos que han de ser objeto de ex­
propiación, son las contenidas en la lS y 
cualesquiera que sea el motivo y la legis­
lación que legitime la expropiación. En 
este sentido hay que recordar que los 
preceptos sobre valoración de suelo de 
la Ley de Expropiación Forzosa, y parti­
cularmente el tan utilizado artículo 4 3 
de la misma, han sido derogados expre­
samente por la citada Ley del Suelo en 
vigor. 

Como reflexión final es conveniente 
hacer una observación que parece per­
tinente ame la constatación de que no 
es factible el producir para el suelo ur­
banizado un único valor del terreno, ur­
banístico y catastral. En principio, aun­
que el resultado es la obtención de dos 
valores diferentes, no hay que olvidar 
que el punto de partida (ponencia de 
valores) es común y que la metodología 
de cálculo también es común; aunque 
dado que la finalidad es distinta (en el 
caso catastral, fiscal, y en el caso urba­
nístico, de fijación de justiprecio) es co­
herente que el valor final sea distinto. Y 
ello aunque sólo sea porque la presión 
fiscal final a aplicar es un criterio políti­
co con incidencia necesariamente d is­
tinta a la de fijación de un j ustip recio 
expropiatorio. Es necesario, sin embar­
go, no olvidar que la coherencia del sis­
tema puede desaparecer si la valo ración 
catastral realizada a efectos fiscales su­
perara la valoración urbanístico-expro­
piatoria, ya que a la larga sería entonces 
la primera la que se aplicara para la de­
finición de los justiprecios, rompiendo 
la lógica y los objetivos buscados por la 
legislación urbanística vigente. • 
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